	[image: image1.png]




	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforman el numeral 5 del Artículo 7, Artículo 74-D, el numeral 4 del Artículo 195 así como la adición del inciso g del numeral 5 del Artículo 27 y un párrafo al Artículo 138, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación al fortalecimiento de la autonomía de los organismos ciudadanos y la independencia de los poderes estatales. 

Planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila.
Primera Lectura de la Iniciativa: 23 de Junio de 2015.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 1 de Septiembre de 2016.
Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Primera Lectura del Dictamen: 

Segunda Lectura del Dictamen: 

Declaratoria:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
Diputado Presidente de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado;

Diputadas y Diputados de esta Legislatura:

El que suscribe, Diputado SERGIO GARZA CASTILLO, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con la diputada LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ de la fracción parlamentaria Dorotea de la Fuente Flores del partido Nueva Alianza y el diputado LEONEL CONTRERAS PAMANES de la fracción parlamentaria Manuel Muñoz Olivares de la Sexagésima (LX) Legislatura del Estado de Coahuila de Zaragoza y con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 152, 167 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, comparezco  ante esta Soberanía para proponer  la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA AUTONOMÍA DE LOS ORGANISMOS CIUDADANOS Y LA INDEPENDENCIA DE LOS PODERES ESTATALES. 

POR LA QUE SE REFORMAN EL NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 7MO, ARTÍCULO 74-D, EL NUMERAL 4 DEL ARTÍCULO 195 ASÍ COMO LA ADICIÓN DEL INCISO G DEL NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 27 Y UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 138 TODOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I O N       D E         M O T I V O S

La tendencia global de los últimos años señala la incorporación del gobernado en las acciones de los gobiernos. Considerarlo como parte de la solución antes que un problema; entenderlo como un beneficiario (algunos todavía dirán cliente) de los bienes y servicios que el gobierno provee; incluirlo en la planeación, ejecución y/o evaluación de las actividades del gobierno. Todo esto es, por decirlo de otra manera, el paradigma dominante.

Para llegar a este estadio, un largo camino debió recorrerse. La literatura al respecto señala antecedentes tan remotos como la Inglaterra del siglo XIII y, hoy por hoy, destaca algunos ejemplos y buenas prácticas alrededor del mundo. De esto, se ha escrito ya bastante. Pero ¿qué sucede en los gobiernos locales? ¿Se ha seguido la tendencia de incorporar al gobernado en las acciones del gobierno, en qué medida o, por otro lado, se ha seguido un camino diferente al señalado por la pauta global?

En Coahuila, como una de las pocas entidades reunidas bajo el pacto federal, los organismos ciudadanizados han proliferado en los últimos años. Se continuó con la tendencia nacional al crear una Comisión Estatal de los Derechos Humanos. Tratándose del organismo electoral y del garante en materia de acceso a la información, el Legislador Coahuilense innovó al constituir Consejos Generales integrados por ciudadanos mucho tiempo antes de que esto se considerara como normal en el contexto nacional. 

La integración del ciudadano a organizaciones públicas tiene un profundo sentido en el reconocimiento de la baja credibilidad y legitimidad que, a nivel mundial, tienes los organismos públicos. Reconocerlo puede ser duro, pero esa es la lógica que sigue el esquema adoptado.

En la práctica, la decisión del gobierno sigue siendo la más importante. Puede no ser única, pero la decisión ahí tomada disfruta de tal fuerza dominante que ha instituido el orden social: ¿cómo, si no es así, pudiera explicarse la convivencia de multitudes y diversos actores, interactuando bajo principios diversos y agendas incompatibles? Otros actores han entrado en escena, pero el poder sigue manteniéndose, en gran medida, en las manos del gobierno.

Sartori
, sobre la liberal-democracia, identifica la legitimidad democrática –única vinculación de la institución del antiguo hombre griego con el moderno-, que postula al poder sostenido sobre el consenso verificado (no presunto) de los ciudadanos respecto a las decisiones que se tomen; en segundo lugar, identifica la resolución de la disputa entre la titularidad y el ejercicio del poder se presenta a partir de fórmulas participativas que adquieren diferentes formas: la construcción de mayorías, la delegación o la representación, por mencionar las más comunes. 

En este punto, la corriente política concide con el estudio de la gestión de lo público por desarrollarse en el siguiente apartado. En palabras de Aguilar Villanueva, se trata de “el paso de la democracia como doctrina de forma de gobierno a la democracia como gobierno con capacidad administrativa”
. La necesidad de legitimidad y la permanente búsqueda de fórmulas participativas impactará en las decisiones públicas que, después de la década de los ochenta del siglo pasado, comienzan a conocerse genéricamente como “políticas públicas”.   

Ahora bien, las voces que cuestionan la sostenibilidad del modelo dominante señalan que “la formulación tradicional de las políticas públicas, a través del esquema decisionista… así como la función de los gobernantes se viene desdibujando y cada día es menos útil para entender los problemas de una realidad compleja”
. La parte sustantiva del cambio de esquema está en comprender que el control jerárquico, como hasta ahora sucede en el modelo estatal, resulta cada vez menos legítimo y eficiente ante una comunidad observadora de un aparato burocrático que no alcanza a satisfacer las expectativas. Streeck y Schmitter
, identifican un cuarto modelo para el orden social, caracterizado por una concertación inter e intraorganizacional, la coexistencia de una pluralidad de actores donde la decisión estatal no es la única. Ellos la denominan “asociacionismo”, otros le llamarán gobernanza. Con independencia de la etiqueta que se imponga, debe destacarse que “la forma como los ciudadanos se relacionan con el sistema político hoy se encuentra en transformación, lo que ha conllevado a la resignificación de las relaciones políticas y la reconstrucción de los imaginarios políticos antes imperantes”
.
Este muy breve marco de referencia viene a cuenta para comprender que la razón de ser y la legitimidad de organizaciones públicas como el Instituto Electoral, la Comisión de Derechos Humanos en Coahuila y el Instituto de Acceso a la Información, entre otros está en la sana distancia que puedan tener con el Ejecutivo y los otros Poderes Estatales. 

Una sana distancia que no debe confundirse con el distanciamiento o la pugna, una respetuosa cercanía que no debe confundirse con el servilismo. 

El tener actores políticos que hoy despachan en alguna oficina de gobierno, mañana en un organismo ciudadano y pasado mañana regresan a alguna otra encomienda subordinada del Ejecutivo no solo demerita la función de la ciudadanización sino que demerita la esencia las organizaciones, mina su legitimidad. 

Lo que a continuación se propone es una adaptación de la fórmula ya comprobada en otros órdenes donde, para evitar conflicto de intereses, se impide el ingreso inmediato de un servidor público a un rol que se considere incompatible. 

De manera específica, lo que se plantea es que, desde el orden constitucional, quienes se hayan desempeñado al frente de la Comisión de Derechos Humanos, la Auditoría Superior del Estado, o como Consejeros del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana y del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública no puedan, de la noche a la mañana, despachar en alguna posición subordinada al titular del Ejecutivo. En este orden de ideas, procurando el fortalecimiento de la independencia entre poderes, se ha incluido también a los integrantes del Poder Judicial.

Así, por las razones antes expuestas, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman el numeral 5 del artículo 7mo, artículo 74-D, el numeral 4 del artículo 195 así como la adición del inciso G del numeral 5 del artículo 27 y un párrafo al artículo 138, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 7º. …

…

…

…

Toda persona tiene derecho a la información pública. La garantía de acceso a la información pública, es un derecho fundamental que comprende difundir, investigar y recabar información pública, y se definirá a partir de los principios siguientes:

I. …

…

…

…

VII.
La constitución de un organismo público autónomo conforme a las bases previstas en esta Constitución y las siguientes:


1 . …


…


…


5. Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley. En todo caso, los Consejeros de este Órgano Garante  no podrán desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años después de terminada su responsabilidad.
…

…

Artículo 27. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

1 . …

…

…

5. …


a) …


…

…


g) …

h) Concluido el encargo de Consejero, la persona que lo haya ejercido no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años
7. …

Artículo 74-D. El Auditor Superior del Estado será designado por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes del Pleno del Congreso; será inamovible y su remoción sólo podrá realizarse por las causas establecidas en las leyes y conforme a los procedimientos previstos en el Título Séptimo de esta Constitución; durará en su encargo ocho años y podrá ser ratificado para un segundo período. Concluido el encargo no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:

I …

II …

…

…

IV …

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Concluido el encargo como Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años

Artículo 195. …

…

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, se constituirá conforme a lo siguiente:

1. …

...

…

4. El Presidente de la Comisión, así como los consejeros, propietarios y suplentes, serán designados por el voto de la mayoría de los miembros del Congreso del Estado, ajustándose a un procedimiento de consulta pública, que deberá ser transparente, en los términos y condiciones que disponga la ley. En todo caso, el Presidente de la Comisión  no podrá desempeñarse dentro de alguna posición del Poder Ejecutivo dentro de los siguientes seis años después de terminada su responsabilidad. 
5. …

…

…

13. …

TRANSITORIOS

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 23 DE JUNIO DEL 2015

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PÉREZ ARREOLA” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ

FRACCION PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” 

DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA
DIP. LEONEL CONTRERAS PAMANES 

FRACCION PARLAMENTARIA “MANUEL MUÑOZ OLIVARES” 

DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA
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